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Exp. 295/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 295/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE OBRAS PUBLICAS DEL AYUNTAMIENTO DE MEXQUITIC DE CARMONA, S.L.P.; DIRECCIÓN DE DESARROLLO URBANO Y CATASTRO MUNICIPAL DEL CITADO AYUNTAMIENTO; INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

TERCERO: 
A). LOS HEREDEROS DE **********, CUYO JUICIO SUCESORIO ESTÁ RADICADO EN EL JUZGADO TERCERO FAMILIAR DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, BAJO EL EXPEDIENTE **********
B). “**********                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., cuatro de octubre del dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 295/2022/2, promovido por la persona moral denominada “**********, por conducto de su representante legal la C. **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Obras Publicas del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., y otras,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinte de abril del  dos mil  veintidós, la C. **********en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridades demandadas, a la Dirección de Obras Publicas del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; al Instituto Registral y Catastral del Estado; y como tercero a los herederos de **********, cuyo juicio sucesorio está radicado en el Juzgado Tercero Familiar del Primer Distrito Judicial del Estado, bajo el expediente ********** y como actos impugnados los que hizo consistir de la siguiente manera:

a).- Oficio No. **********, de fecha 10 de febrero de 2015, expedido por la Dirección de Obras Públicas del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P. 
b).- Acto de inscripción de la subdivisión con folio **********, a la que se le dio entrada con la boleta **********, expedido por el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.

II.- Mediante proveído de doce de mayo del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos y demás escritos y cuestionario relativo a la prueba pericial que ofreció la parte actora, se ordenó emplazar y correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.
Por otra parte, toda vez que la parte actora manifestó que señalaba como terceros en este juicio a los herederos de ********** o **********; precisando que el juicio sucesorio de la misma -hoy de cujus- está radicado en el Juzgado Tercero Familiar del Primer Distrito Judicial del Estado de San Luis Potosí, bajo el expediente **********; con la finalidad que se investigara el domicilio de los herederos y/o Albacea provisional y/o definitivo de la sucesión de la persona que en vida llevó el nombre de **********; señalados como terceros por la actora a fin de llamarlos a juicio con esa carácter a este juicio; con fundamento en lo dispuesto por el artículos 38, fracción III, inciso b); 230, fracción IV y 294, todos estos ordenamientos del Código Procesal Administrativo para el Estado; en relación con el numeral 35 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; se ordenó girar atento oficio al Juez Tercero Familiar del Primer Distrito Judicial del Estado, para que, en auxilio de las funciones de esta Segunda Sala, informara si dentro de las constancias del expediente **********  del índice del Juzgado Tercero del Ramo Familiar, se designó herederos y/o albacea provisional y/o definitivo de la sucesión a bienes de ********** e informara su o sus domicilios, donde pudieran ser localizados a fin de que este Tribunal estuviera en aptitud de llamarlos a juicio con el carácter de tercero; lo anterior, en el término de quince días previsto en el artículo 60 del Código Procesal Administrativo en comento.

Además en relación a la suspensión solicitada por la persona moral actora y una vez analizadas las constancias de autos, y toda vez que la parte actora exhibió copia certificada del instrumento notarial **********del Protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad; en la que consta el contrato de compraventa del predio denominada “**********”, ubicado en **********e inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado bajo el folio real **********; con la cual indiciariamente demuestra ser propietario del citado inmueble; por lo que, a juicio de esta Segunda Sala Unitaria  se estimó que de no suspenderse los actos  se pudiera causar un perjuicio de difícil reparación a la parte actora al dejarlo en un estado de indefensión, en relación a los actos administrativos reclamados; por tanto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 260, 261, 262, 266 y 268 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se concedió la suspensión de los actos impugnados, para los efectos de que las cosas se mantuvieran en el estado en que se encontraban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; ello en el entendido que, no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, aunado a que prevalece la materia del juicio, consistente en la legalidad o ilegalidad de los actos administrativos combatidos, según lo dispuesto por el artículo 261, segundo párrafo, del Código de la materia.

III.- En proveído de fecha once de julio del dos mil veintidós, se dio cuenta con los oficios con sus anexos, firmados por **********, quien compareció en su carácter de Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P. y por la licenciada **********, en su carácter de Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí;  recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal, los días, nueve y diez de junio del dos mil veintidós, mediante los cuales, dieron contestación respectivamente  a la demanda interpuesta en este juicio; por tanto, se tuvo por contestada la demanda a las autoridades comparecientes, y en este sentido, con una copia simple de los ocursos de  contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas. 

1.  Copia certificada del instrumento notarial ********** del tomo **********; del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
2. Copia certificada del Permiso de Inhumación que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
3. Copia fotostática simple del oficio ********** de fecha diez de febrero de dos mil quince, expedido por la Dirección de Obras Públicas del Municipio de San Luis Potosí; documental que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
4. Copia fotostática simple del acta de inscripción de la subdivisión con folio **********, boleta de entrada **********, expedido por el Instituto Registral y Catastral del Estado; documental que detalla en el punto 4 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
5. Copia certificada del instrumento notarial ********** del tomo **********; del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 5 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
6. Copia certificada del instrumento notarial **********; del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 7 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
7. Impresión a color del oficio número **********, de fecha doce de octubre de dos mil dieciséis; documental que detalla en el punto 6 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
8. Copia certificada del instrumento notarial **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 8 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
9. Copia certificada del Acta de fe de hechos, contenida en el instrumento notarial **********, del tomo **********; del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 9, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
10. Copia certificada del Acta de fe de hechos, contenida en el instrumento notarial **********, del tomo **********; del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 10, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
11. Copia certificada del Acta de fe de hechos, contenida en el instrumento notarial **********, del tomo **********; del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; documental que detalla en el punto 10, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
12. Copia certificada del Acta de fe de hechos contenida en el instrumento notarial **********del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital, documental que detalla en el punto 11, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
13. Copia fotostática simple de las constancias de fecha veintiuno de agosto de dos mil doce, documental que detalla en el punto 12, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
14. Copia fotostática simple del expediente que detalla en el punto 13, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
15. Original del acuse de recibo del escrito dirigido a la Dirección de Catastro, y de la Dirección de Desarrollo Urbano, ambas del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez; mediante el cual, solicitó copia certificada del expediente correspondiente al predio “**********”, a nombre de **********, con clave catastral **********; documental que detalla en el apartado 14, del capítulo de pruebas del escrito de demanda, solicitando a este Tribunal requiriera a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, por la exhibición de dicha documental.
Al respecto se precisó, que toda vez que la parte actora a través del escrito recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el dos de mayo de este año, exhibió copia certificada de las constancias del expediente relativo al predio  señalado en líneas que anteceden, con clave catastral **********; mismas que le fueron otorgadas por la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, y toda vez que dichas documentales fueron solicitadas por la parte actora, ante la autoridad correspondiente, antes de la presentación de la demanda, conforme lo establece el artículo 98 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvieron por admitidas como pruebas de la parte actora; sin que a juicio de la titular de la Segunda Sala revistieran el carácter de pruebas supervenientes como fueron ofrecidas en el citado escrito; lo anterior, en términos de lo dispuesto por el numeral 64 del citado Código, que establece que, se entienden por pruebas supervenientes, aquéllas que se hayan producido con posterioridad al vencimiento del plazo para ofrecer pruebas; o las que se hayan producido antes, siempre que el que las ofrezca manifieste bajo protesta de decir verdad que no tuvo la posibilidad de conocer su existencia.
16. Copia certificada de la Constancia del Juez Auxiliar de Paseo Blanco, de fecha veintiséis de agosto de dos mil doce; documental que detalla en el punto 15 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

17. Copia certificada de la Constancia de fecha veintiuno de enero de dos mil dieciséis; documental que detalla en el punto 16 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
18. Planos que detalla en el punto 17 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
19. Copia fotostática  del expediente del predio “**********”, que detalla en el punto 18 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
20. Copia certificada de la constancia de fecha veintiocho de noviembre de dos mil veinte; documental que detalla en el punto 19 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
21. Copia certificada del oficio número **********, de fecha veinticinco de mayo de dos mil diecisiete; documental que 
detalla en el punto 20 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
22. Copia certificada del oficio número **********, de fecha siete de julio de dos mil diecisiete; documental que detalla en el punto 21 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

23. Copia certificada del oficio número ********** de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veinte; documental que detalla en el punto 22 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
24. Copia certificada de la constancia de certificación expedida en fecha nueve de diciembre de dos mil veinte; documental que detalla en el punto 23 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
25. Tocante  a la prueba pericial en materia de topografía, a cargo del Ingeniero **********, Perito autorizado por la Comisión del Registro Estatal de Peritos, con registro **********; se hizo la precisión, que la persona moral actora del juicio debería presentar al citado Perito ante este Tribunal, dentro de los tres días hábiles que le fueron señalados, a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido, con arreglo a la ley, según lo dispuesto en el artículo 104 del Código Procesal Administrativo para el Estado; apercibido que de no presentar a su Perito en el término señalado, se le tendría por no ofrecida dicha aprobanza.
26. Presuncional legal y humana.
27. Instrumental de actuaciones.
Al Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Presuncional legal y humana.

A la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
1. Copia certificada de su nombramiento, que exhibió anexo a su contestación como anexo 1.
2. Copia certificada de las constancias contenidas en la boleta **********, asociada al folio electrónico inmobiliario **********, que refiere dieron origen a los folios **********; documentales que detalla en el capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
3. Instrumental de actuaciones.
4. Presuncional legal, lógica y humana.

Por otra parte y en razón de que la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, al contestar la demanda, planteo la extemporaneidad en la presentación de la demanda; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliará su demanda, respecto de la extemporaneidad a que se refiere la demandada; apercibida de que en caso de no formularla en tiempo y forma se declarará precluido su derecho para ejercer dicho derecho y en consecuencia se tendrá por no ampliada su demanda. 

Asimismo, en virtud de que la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí; al contestar su demanda, manifestó que en la presente controversia de nulidad, surge el carácter de terceros interesados a juico a la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal de Mexquitic de Carmona, S.L.P., así como a la persona moral “**********; por las consideraciones legales que precisó en su contestación de demanda; al respecto se acordó lo siguiente: a) Que tocante a la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal de Mexquitic de Carmona, S.L.P., se ordenó que la misma fuera emplazada a juicio como autoridad demandada toda vez que no revestía el carácter de tercero, conforme a lo dispuesto por el artículo 230, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, y con una copia simple de la demanda y sus anexos; del escrito de la parte actora presentado en la oficialía de partes de este Tribunal, el dos de mayo de este año; las contestaciones de demanda formuladas por el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; y por la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado; así como del acuerdo dictado el doce de mayo de este año; se corriera traslado a la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal de Mexquitic de Carmona, S.L.P., para que contestara la demanda, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas, dentro del término legal que le fue señalado. 

En cuanto al plazo otorgado a la citada autoridad demandada en líneas que anteceden; en el presente caso, y toda vez que ya se encuentra vigente la notificación electrónica; se precisó que la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, entendiéndose que dicha notificación se tiene por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica; esto además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020; en este orden, con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la citada autoridad demandada que si no contestaba la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declarará la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendrá, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, se dio cuenta del escrito firmado por **********, Representante Legal de la persona moral denominada **********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el seis de julio de este año; mediante el cual solicitó se llamara a juicio con el carácter de tercero a la persona moral **********, señalando el domicilio para ser localizada;  por lo que considerando también que la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, en su contestación de demanda, también solicitó que se llamara a juicio a la citada empresa; por tanto, toda vez que **********”, pudiera tener derechos incompatibles con la pretensión de la demandante o sus intereses pudieren resultar afectados por la resolución que dicte este Tribunal en el juicio que nos ocupa; de conformidad con lo dispuesto por los artículos 230 fracción IV y 238, ambos ordenamientos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó llamar a juicio con el carácter de tercero interesado, a la persona moral antes citada, por conducto de su representante legal; en el domicilio ubicado en **********
En consecuencia, con una copia simple de la demanda y sus anexos; del escrito de la parte actora presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el dos de mayo de este año; las contestaciones de demanda formuladas por el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P. y por la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado; así como del acuerdo dictado el doce de mayo de este año; se ordenó correr traslado a la persona moral tercera “**********; para que de conformidad con lo establecido en el numeral 238 del citado Ordenamiento Procesal, dentro del término legal que le fue señalado, se apersonara a juicio, ofreciera, exhibiera las pruebas que estime convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas, apercibida que en caso de no hacerlo, esta Sala, de oficio, declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por no apersonándose a juicio.

Finalmente se ordenó agregar a los autos, el oficio **********, con un anexo, firmado por el licenciado ********** Juez Tercero de lo Familiar en el Estado, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintiocho de junio del dos mil veintidós; mediante el cual contestó el requerimiento que se le formuló por auto dictado el doce de mayo del mismo año; mediante el cual  informó que en el Juzgado a su cargo se llevaba a cabo Juicio de Tramitación Especial, Sucesorio Intestamentario a bienes de **********, denunciado por **********, registrado bajo el expediente número **********, en el cual aún no se había hecho declaración de herederos y no se había nombrado albacea ni interventor y además remitió en copia certificada diversas constancias relativas a dicho juicio; en tal virtud, se tuvo al  Juez Tercero de lo Familiar compareciente, por hechas las manifestaciones contenidas en el ocurso de cuenta, para todos los efectos legales a que hubiera lugar.

En ese contexto, con una copia del oficio de cuenta y sus anexos, se dio vista a la parte actora, para que en el término de  tres días que establece el artículo 131 fracción IV del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a Código Procesal Administrativo en comento, por disposición de su numeral 217; expresara lo que a su derecho conviniera, en relación a la manifestación vertida por el Juez Tercero de lo Familiar.

IV.- Con fecha trece de septiembre del dos mil veintidós, se certificó que el proveído de fecha once de julio del dos mil veintidós mediante el cual se le emplazo a juicio a la diversa demandada Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, le fue notificado  a dicha autoridad en el correo del dominio de este Tribunal, el tres de agosto delo dos mil veintidós, según constancia de notificación visible a foja 437 de autos,  por lo que el termino para contestar la demanda le empezó a correr el diez de agosto del dos mil veintidós y le concluyó el día veintitrés  de agosto del mismo año, sin que hubiera realizado su contestación.

Así mismo se tuvo a la parte actora personara moral denominada **********, por no promoviendo ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles concedido en el acuerdo dictado en fecha once de julio de dos mil veintidós; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento que le fue formulado en el referido proveído y con fundamento en el artículo 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 237, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo por precluído su derecho para ampliar la demanda; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.
Asimismo, se preciso que el término otorgado a la parte actora, en el punto 3.1.24., del citado auto de once de julio del dos mil veintidós, a fin de que presentara ante este Tribunal a su Perito Ingeniero ********** para que aceptara y protestara el cargo conferido con arreglo a la ley, en relación a la prueba pericial en materia de topografía ofreció; le empezó a correr, el nueve de agosto de dos mil veintidós y le concluyó el día once de agosto del año en curso; sin que hubiere cumplido con el citado requerimiento; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado a la parte actora, en el punto 3.1.24 del aludido proveído y conforme a lo dispuesto por el numeral 104 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se le tuvo por no admitida la prueba pericial en materia de topografía ofrecida en el capítulo de pruebas de su escrito de demanda.

Por otra parte, se ordenó agregar a los autos, el escrito con sus anexos, firmado por **********, en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada “**********, tercero en el juicio, recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal, con el folio **********; en tal virtud, con fundamento en los artículos 230 fracción IV, 238, 240, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo por apersonándose a juicio a la citada persona moral, por lo que con la copia simple del escrito de cuenta y su anexo, se ordenó correr traslado a las demás partes del juicio para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de la persona moral tercera compareciente, las siguientes:

1. Copia certificada del Instrumento Notarial ********** del tomo **********, del Protocolo a cargo de la Notaría Pública número ********** con ejercicio en esta capital.
2. Copia certificada de la escritura pública contenida en el instrumento notarial **********, otorgada ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en esta ciudad; documental que obra en autos, en virtud de que fue exhibida por la Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado, anexa a su contestación de demanda. 

3. Contrato privado celebrado de compraventa que detalla en el apartado (iii) del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

4. Tocante a la prueba pericial en materia de topografía, ofrecida en los términos señalados en el apartado (iii) del capítulo de pruebas del escrito mediante el cual se apersona a juicio y toda vez que la oferente de la prueba fue omisa en señalar el nombre del Perito; a efecto de acordar lo procedente sobre la admisión de la citada prueba; con fundamento en los artículos 101, 102, 103, segundo párrafo y 104, todos estos ordenamientos del Código Procesal Administrativo para el Estado, se requirió a la referida persona moral para que en el término de  tres días hábiles, nombrara al Perito correspondiente, con el apercibimiento que de no cumplir con el requerimiento que antecede, se le tendría por no ofrecida dicha aprobanza.
Por último, se tuvo a la parte actora por no realizando manifestación alguna en el término  que le fue concedido, respecto a la vista que se le concedió en el punto 6, del acuerdo dictado el once de julio de dos mil veintidós, tocante al informe remitido por el licenciado Juez Tercero de lo Familiar en el Estado, en el que manifestó que en el Juzgado a su cargo se lleva a cabo Juicio de Tramitación Especial, Sucesorio Intestamentario a bienes de **********, denunciado por **********, registrado bajo el número de expediente número ********** en el que aún no se había hecho declaración de herederos, ni nombrado albacea ni interventor, además de que remitió en copia certificada diversas constancias relativas a dicho juicio.

En ese orden y toda vez que no era del conocimiento de esta Sala el representante legal de la sucesión de **********, denunciado por **********; se ordenó llamar y emplazar a juicio a dicha parte del juicio, con el carácter de tercero, por medio de edictos, que debería contener el acuerdo objeto de la notificación de fecha doce de mayo de dos mil veintidós, así como el presente proveído; como lo prevé el segundo párrafo del numeral 46 de Código Procesal Administrativo para el Estado; edictos que habrían de publicarse por tres días consecutivos, en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” y en el Periódico de mayor circulación (Pulso de San Luis y/o El Sol de San Luis), haciéndole saber al Representante Legal de la sucesión de **********, que debería apersonarse a juicio por medio de escrito, a defender sus derechos, dentro del término de diez días de conformidad con lo dispuesto por el normativo 238 del Código de la materia.
Atento a lo anterior y con fundamento en el artículo 46 primer párrafo del Código Procesal en consulta, se requirió a la persona moral actora, para que en el término de tres días previstos en el artículo 131 fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luís Potosí, de aplicación supletoria al Código de la materia, por disposición de su numeral 217 segundo párrafo, acudiera ante este Tribunal a recoger los edictos para su publicación y justificar ante este Órgano Jurisdiccional que realizó las publicaciones ordenadas en un término igual al antes otorgado, contados a partir de la fecha en que recogiera los Edictos, apercibida que de no efectuar la publicación de los mismos se decretaría el sobreseimiento del juicio.
Además, se apercibió a la actora que de no acudir a este Tribunal a recoger los edictos en el plazo que le fue señalado en líneas que anteceden, se haría uso de los medios de apremio que señala el artículo 127 del Código Procesal citado y de igual modo, se le concedió un plazo de tres días hábiles, contados a partir del día siguiente de la última de las tres publicaciones consecutivas, a que se refiere el citado artículo 46, primer párrafo, del Código de la materia, para que exhibiera las publicaciones realizadas ante este Tribunal.

V.- Por proveído de treinta de noviembre del dos mil veintidós, se dio cuenta con los escritos firmados por la representante legal de la persona moral actora “**********, recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal el trece de octubre y veintiocho de noviembre, ambas fechas del dos mil veintidós, mediante los cuales; en el primero, la compareciente exhibió los edictos publicados en el Periódico **********de San Luis y en el Periódico Oficial del Estado, a través de los cuales se ordenó emplazar y llamar a juicio al representante legal de la sucesión de ********** denunciado por ********** y en el segundo solicitó en rebeldía el presente juicio y se continuará con la etapa procesal correspondiente. 

Por otra parte, se tuvo al diverso tercero interesado, representante legal de la sucesión de **********, denunciado por ********** por no compareciendo a juicio dentro del término de treinta días hábiles que le fueron concedidos, de conformidad con lo establecido en el artículo 46 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo y publicado por edictos en el Periódico Pulso de San Luis y en el Periódico Oficial del Estado; el veintiocho de septiembre y cinco de octubre, ambas fechas de dos mil veintidós, según consta en los ejemplares exhibidos por la Representante Legal de la persona moral actora y agregados en este proveído en el punto que antecede; por lo que el término referido le empezó a correr el siete de octubre de dos mil veintidós y le feneció el veintitrés de noviembre de este año, toda vez que el último edicto publicado en los citados Periódicos se realizó el cinco de octubre de dos mil veintidós, sin que hubiera comparecido a juicio a defender sus derechos dentro del término legal que le fue otorgado. 

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el normativo 241 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo al Representante Legal de la Sucesión de **********, denunciado por **********; por precluído su derecho para apersonarse a juicio y por afirmando los hechos de la demanda, salvo prueba en contrario; en virtud de que no compareció a juicio en el término que para ese efecto se le concedió. 
Consecuentemente, en virtud de que no era del conocimiento de esta Segunda Sala el domicilio del citado tercero; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 38, fracción III inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado; se ordena notificarle por lista publicada en los estrados de este Tribunal, este proveído y los subsecuentes acuerdos y resoluciones que se dicten en el presente juicio.

Por otra parte, se ordenó agregar a los autos el escrito sin copias con un anexo, firmado por **********, Apoderado Legal de la persona moral denominada “**********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el catorce de octubre de dos mil veintidós; mediante el cual contestó el requerimiento que se le formuló en el punto 2.2.4., del acuerdo dictado el trece de septiembre del dos mil veintidós y nombró como perito de su parte dentro de la prueba pericial en topografía ofrecida por su parte, al Ingeniero **********, con número de registro **********, con domicilio en **********; asimismo, se le tuvo por exhibiendo el cuestionario relativo al desahogo de dicha prueba, para todos los efectos legales a que hubiera lugar.

Atento a lo anterior, se le dijo al tercero oferente de la prueba, por conducto de su representante legal, que debería presentar al citado perito ante este Tribunal, dentro de los tres días hábiles que le fueron señalados, a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido con arreglo a la ley, según lo dispuesto en  el artículo 104 del Código Procesal Administrativo para el Estado; apercibido que de no presentar a su perito en el término señalado, se le tendría por no ofrecida dicha probanza.

VI.- Mediante auto dictado el veinticuatro de enero del dos mil veintitrés; vista el acta de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, que obra en autos del expediente en que se actúa, de cuyo contenido se advirtió que dentro del término concedido en el auto de treinta de noviembre de dos  mil veintidós, el Perito Ingeniero **********, con registro ********** ante la Comisión del Registro Estatal de Peritos, aceptó y protestó su fiel y legal desempeño al cargo conferido de Perito dentro de la prueba pericial en topografía, ofrecida por la persona moral tercera “**********; por tanto, previo a la admisión de dicha prueba y con fundamento en el artículo 103 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 265 del mismo ordenamiento; se requirió al representante legal de la persona moral oferente de la prueba, a fin de que en el término de cinco días previstos por el citado numeral 265, exhibiera el cuestionario relativo a dicha prueba pericial debidamente firmado, sobre el cual, el perito debería rendir y ratificar su dictamen en la audiencia respectiva; lo anterior, toda vez que de una revisión al cuestionario que acompañó el tercero anexó a su escrito presentado con el folio ********** en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el seis de septiembre de dos mil veintidós, se advirtió que dicho cuestionario carecía de la firma de **********, Representante Legal de la persona moral tercera; apercibido que de no cumplir con el requerimiento que antecede, se le tendría por no ofrecida dicha probanza.

Por otra parte, se ordenó agregar a los autos el escrito sin copias y sin anexos, firmado por **********, representante legal de “**********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el tres de enero  del año en curso, y en atención a su contenido, con fundamento en el artículo 28, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se autorizó a **********, para recibir notificaciones e imponerse de los autos.

VII.- En proveído dictado el nueve de febrero del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el escrito con un anexo, firmado por **********, representante legal de **********, tercero en el juicio; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el dos de febrero del año en curso; mediante el cual contestó el requerimiento que se le formuló por auto dictado el veinticuatro de enero de este año; y al efecto exhibió el cuestionario debidamente firmado, relativo a la prueba pericial en topografía ofrecida por su parte, en virtud de lo cual, se dejó sin efecto el apercibimiento realizado en el citado proveído.

En ese orden y toda vez que del estado procesal de autos, se advirtió que, el Perito Ingeniero **********, con registro ********** ante la Comisión del Registro Estatal de Peritos, con fecha nueve de enero de este año, aceptó y protestó su fiel y legal desempeño al cargo conferido de perito dentro de la prueba pericial en topografía, ofrecida por la persona moral tercera “**********; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 2 del acuerdo dictado el treinta de noviembre de dos mil veintidós a dicha empresa; y con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se admitió como prueba de la parte actora la prueba pericial en topografía a cargo del referido perito.

Por tanto, con fundamento en el artículo 105 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con una copia fotostática simple y/o digitalización del cuestionario relativo a la prueba pericial admitida a la persona moral tercera “**********, del que se dio cuenta en líneas que anteceden; se ordenó correr traslado a la persona moral actora y a las autoridades demandadas, a efecto de que adicionaran el cuestionario respectivo, si así conviniere a sus intereses y nombraran al perito que les correspondiera para dicha prueba pericial, en el plazo de cinco días hábiles; apercibidas que en caso de no nombrar perito de su parte, este Tribunal les nombraría perito a su cargo, en términos de lo previsto en el citado artículo 105 del Código Procesal Administrativo en comento, en relación con el numeral, 343 fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria por disposición de su numeral 217, al tratarse la prueba pericial, de una prueba colegiada. 

VIII.- Mediante acuerdo dictado con fecha treinta de marzo del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio **********, con un anexo, firmado por el licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el veinticuatro de febrero del dos mil veintitrés; mediante el cual contestó el requerimiento que se le hizo al citado Instituto, en el auto dictado el nueve de febrero del año en curso y al efecto nombró como perito de su parte, al Ingeniero **********, con número de registro **********, como dictaminador en topografía; con domicilio en **********sin que la citada autoridad demandada hubiera adicionado el cuestionario relativo a la pericial en topografía admitida a la persona moral tercera “********** por lo que se tuvo por precluido su derecho para hacerlo.

Atento a lo anterior, se dejó sin efecto el apercibimiento que se le formuló al Instituto Registral y Catastral en el Estado y se tuvo como su perito, al Ingeniero **********; haciéndose la precisión al citado Instituto de que dentro del plazo de tres días previsto en el artículo 104 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contados a partir de la notificación de este acuerdo, debería presentar ante este Tribunal al citado Perito,  a fin de manifestar su aceptación y a protestar el fiel y legal desempeño del cargo conferido con arreglo a ley; en el entendido de que se trata de un mandamiento de autoridad competente, por lo que se le apercibió que de no presentar al referido perito en el plazo antes fijado, se podría hacer uso de los medios de apremio previstos en el artículo 127 del Código Procesal en comento.

Por otra parte, se dio cuenta con el escrito firmado por **********, Representante Legal de la persona moral “**********,  recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el primero de marzo del año en curso, mediante el cual contestó el requerimiento que se le hizo en el proveído de fecha nueve de febrero del año en curso y nombró como perito de su parte, al Ingeniero **********, con número de registro **********, Dictaminador en Topografía; con domicilio en calle **********; sin embargo, dado que la actora omitió adicionar el cuestionario relativo a la prueba pericial en topografía, admitida a la persona moral tercera **********, se le tuvo por precluido su derecho para hacerlo.

Consecuentemente, se dejó sin efecto el apercibimiento que le fue formulado a la persona moral actora y se tuvo como su perito, al Ingeniero **********; asimismo, se le dijo a la parte actora que, dentro del plazo de tres días previsto en el artículo 104 del Código Procesal Administrativo para el Estado, debería presentar ante este Tribunal al citado Perito, a fin de manifestar su aceptación y a protestar el fiel y legal desempeño del cargo conferido con arreglo a ley; en el entendido de que se trata de un mandamiento de autoridad competente, por lo que se le apercibió que de no presentar al referido perito en el plazo antes fijado, se podría hacer uso de los medios de apremio previstos en el artículo 127 del Código Procesal en comento.

Asimismo y debido a que las diversas autoridades demandadas Dirección de Obras Públicas y Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal, ambas pertenecientes al Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., no comparecieron dentro del término de cinco días que les fue concedido para que nombraran perito de su parte y adicionaran el cuestionario relativo a la prueba pericial en topografía admitida a la persona moral tercera; se les hizo efectivo a las citadas autoridades demandadas el apercibimiento formulado en el auto de nueve de febrero del dos mil veintitrés y se les tuvo por precluido su derecho para adicionar el cuestionario relativo a la prueba pericial en topografía admitida a la persona moral tercera y en términos de lo previsto en el artículo 105 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el diverso 343 fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la materia; en virtud de que la prueba pericial se trata de una prueba colegiada, se nombró como perito de la Dirección de Obras Públicas y de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal, ambas autoridades pertenecientes al Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., al ingeniero **********, con número de registro **********, como Dictaminador en Topografía; con domicilio en **********; a fin de que rinda el dictamen de todas las autoridades demandadas en este juicio; lo anterior, tomando en consideración que dicho profesionistas fue nombrado por el Instituto Registral y Catastral en el Estado como perito de su parte.

IX.- Por auto de fecha veinticuatro de abril del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el escrito con sus copias y anexos, signados por **********, representante legal de la persona moral denominada “**********; mediante el cual realizó diversas manifestaciones en relación a la suspensión del acto impugnado, que se le otorgó en este juicio; precisando que contrario a lo ordenado por esta Segunda Sala en el acuerdo dictado el doce de mayo de dos mil veintidós, el Instituto Registral y Catastral del Estado; no hizo anotación alguna en el folio ********** tal como se determinó en dicho proveído y que por el contrario, la citada autoridad demandada, hizo una anotación en el folio ********** que no debió haber realizado; por tanto, con fundamento en el artículo 266 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se requirió a la diversa autoridad demandada Instituto Registral y Catastral del Estado, para que en el término de tres días hábiles previstos en  el artículo 131 fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado, por disposición de su numeral 217, informara a esta Segunda Sala Unitaria, sobre el cumplimiento de la medida cautelar otorgada a la parte actora en el auto dictado el doce de mayo de dos mil veintidós; apercibida que en caso de no hacerlo, se podrían aplicar en su perjuicio las medidas de apremio a que se refiere el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes de este Tribunal.

Además con una copia del escrito de mérito se ordenó dar vista a la autoridad demandada, para que el término concedido en líneas que anteceden, manifestara lo que a su derecho conviniera para todos los efectos legales a que hubiera lugar, en relación a lo señalado por la parte actora en dicho ocurso.

X.- Por auto de fecha dos de mayo del dos mil veintitrés, se tuvo al Instituto Registral y Catastral en el Estado, por no presentando al perito ********** -nombrado por su parte a través del oficio **********- en el término de tres días hábiles que le fue otorgado en el punto 1 del proveído dictado el treinta de marzo de dos mil veintitrés, a fin de que aceptara el cargo conferido de perito, con arreglo a la ley; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto y con fundamento con lo dispuesto en el artículo 35 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado, en relación con el numeral 127 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se amonesto al Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí y se le requirió de nueva cuenta a efecto de que presentara su perito ********** a aceptar el cargo conferido por su parte; apercibida que de no hacerlo se le podrían aplicar los demás medios de apremio previstos en el artículo 127 fracción II del Código Procesal Administrativo en comento, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal.

Por otra parte, vista el acta de fecha catorce de abril de dos mil veintitrés, en la que se hizo constar que el perito **********, con registro **********, ante la Comisión de Registro Estatal de Peritos, aceptó y protestó el cargo de Perito conferido por la persona moral actora dentro de la prueba pericial en materia de Topografía; por tanto, se ordena glosar a los autos el acta de cuenta, para los efectos legales a que hubiera lugar y se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la actora en el proveído dictado el treinta de marzo de dos mil veintitrés.

Por último, se ordenó agregar a los autos el escrito con un anexo, firmado por el Ingeniero **********, perito nombrado por la persona moral “**********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veinticinco de abril del año en curso, mediante el cual presentó el dictamen pericial contenido en dicho escrito; y se le dijo al citado perito, que una vez que se fijara fecha y hora para el desahogo de la audiencia final se le citaría de forma personal, a fin de que ratificara dicho dictamen, para los efectos legales conducentes.

XI.- Mediante proveído de treinta y uno de mayo del dos mil veintitrés, se tuvo al Ingeniero **********, perito nombrado por la persona moral denominada “**********, por presentando el dictamen pericial correspondiente, el cual se ordenó glosar a los autos y se le dijo al citado perito que una vez que se fijara fecha y hora para el desahogo de la audiencia final se le citaría de forma personal, a fin de ratificar el dictamen de mérito.
XII.- En auto dictado con fecha primero de junio del dos mil veintitrés, se tuvo al Instituto Registral y Catastral en el estado, por no informando a este Tribunal, en el término legal de tres días hábiles, que le fue concedido, sobre el cumplimiento de la medida cautelar otorgada a la parte actora en el auto dictado el doce de mayo de dos mil veintidós; por tanto, se le hizo efectivo a dicha autoridad el apercibimiento formulado en el citado proveído y con fundamento con lo dispuesto en el artículo 35 fracción VII y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado, en relación con el numeral 127 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se amonesto al Instituto Registral y Catastral en el Estado y  con fundamento en el artículo 266 del citado Código, se requirió de nueva cuenta al Instituto Registral y Catastral en el estado, para que en el término de tres días hábiles previstos en el artículo 131 fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado, por disposición de su numeral 217, informara a esta Segunda Sala Unitaria, sobre el cumplimiento de la medida cautelar otorgada a la parte actora en el auto dictado el doce de mayo de dos mil veintidós; apercibida que en caso de no dar cumplimiento con el requerimiento que antecede y continuar con el desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal, se aplicaría en su perjuicio una multa de cincuenta veces el valor diario de la unidad de medida y actualización.


Así mismo y dado que el Instituto Registral y Catastral en el estado, no presentó al perito ********** -nombrado por su parte a través del oficio **********- en el término de cinco días hábiles otorgado en el punto 1 del proveído dictado el dos de mayo de dos mil veintitrés, a fin de que aceptara el cargo conferido con arreglo a la ley; se requirió de nueva cuenta al citado Instituto, a efecto de que presentara a su perito **********, a aceptar el cargo conferido por su parte; apercibido que de no presentar al citado perito en el término concedido para tal efecto y continuar con el desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal; con fundamento en el artículo 35, fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con en el numeral 127, fracción II del Código Procesal Administrativo en comento, se aplicará en su perjuicio; una multa de cincuenta veces el valor diario de la unidad de medida y actualización; además, se le apercibió a dicha autoridad, que en caso de no cumplir con el mencionado requerimiento, este Tribunal le nombraría perito a su cargo, en términos de lo previsto en el citado artículo 105 del Código Procesal Administrativo en comento, en relación con el numeral, 343 fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria por disposición de su numeral 217, por tratarse la prueba pericial de una prueba colegiada. 

XIII.- Por proveído de fecha quince de junio del dos mil veintitrés, se tuvo al perito **********, con registro **********, ante la Comisión de Registro Estatal de Peritos, por aceptando y protestando el cargo de perito conferido por el Instituto Registral y Catastral en el Estado, dentro de la prueba pericial en materia de Topografía; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la citada autoridad, en el punto 1.2., del acuerdo dictado el primero de junio de dos mil veintitrés.
Además debido a que por auto dictado el treinta de marzo de dos mil veintitrés, este Tribunal en rebeldía nombró al citado **********, como perito de las demás autoridades demandadas Dirección de Obras Públicas y Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal, ambas autoridades pertenecientes al Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; motivo por el cual, el peritaje que rindiera dicho profesionista seria tomado también como el peritaje de estas autoridades.

Por otra parte, se ordenó agregar a los autos el oficio **********, con seis anexos, firmado por el licenciado **********, quien se ostentó como Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado, recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el treinta de mayo de este año, con el folio ********** mediante el cual informo sobre el cumplimiento a la medida cautelar otorgada a la parte actora en este juicio, y al efecto exhibió diversas constancias para acreditar tal circunstancia; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado al citado Instituto en los autos dictados el veinticuatro de abril y primero de junio, ambas fechas del año dos mil veintitrés.

Consecuentemente, con una copia del oficio y anexos de mérito, se ordenó dar vista a la persona moral actora para que en el término de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera en relación a dicho cumplimiento a la suspensión.

Por último, visto el estado procesal de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas con treinta minutos del trece de julio de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita; precisando que debía notificarse el acuerdo que nos ocupa a todas las partes del juicio y a sus peritos Ingenieros **********; a fin de que rindieran y ratificaran el dictamen pericial que les encomendaron las partes del juicio; apercibidos los citados peritos, que de no presentarse a rendir el dictamen correspondiente en la fecha señalada, se les podría aplicar en su perjuicio, alguna de las medidas de apremio establecidas que establece el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal. 

Asimismo, se precisó que, deberían atender lo dispuesto en el Acuerdo General que Establece Medidas para Reiniciar las Actividades del Tribunal, publicado el doce de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial del Estado, de observancia obligatoria conforme a lo dispuesto en su artículo 2°, en especial en la parte relativa a las medidas sanitarias que establecen los artículos 8° y 9; así como lo dispuesto en el artículo 16, fracción II que establece para las audiencias la restricción de acceso a una sola persona por cada parte, siempre obligadas a usar cubre bocas y a obedecer las normas sanitarias dispuestas en el citado Acuerdo General y en la Guía de Actuación para la Promoción y la Prevención de la Salud, consultable en la página web oficial de este Tribunal.

XIV.- En la fecha y hora indicadas, con la asistencia del licenciado **********, autorizado de la parte actora; del Ingeniero ********** Perito de la parte actora; la licenciada **********, autorizada de la persona moral tercera **********; asimismo la asistencia  del Perito de la citada persona moral tercera, ingeniero **********; así como el Ingeniero **********, Perito del Instituto Registral y Catastral en el Estado y Perito en rebeldía nombrado por este Tribunal, de las autoridades demandadas pertenecientes al Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona; se hizo constar que no asistió representante alguno del Instituto Registral y Catastral en el Estado ni de las autoridades demandadas pertenecientes al H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., ni el Representante Legal de la Sucesión de **********
Acto seguido, la Secretaría General de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, a los de contestación e hizo relación de las constancias de autos, precisando que se tuvo por contestada la demanda al Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona y a la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estados; se ordenó emplazar como diversa autoridad demandada a la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del citado Ayuntamiento; y también se ordenó llamar a juicio como tercero a la persona moral “**********; asimismo, se glosó el oficio remitido por el Juez Tercero de lo Familiar en el Estado, en el que informó que en el juicio ********** del índice del Juzgado a su cargo, no se había hecho declaración de herederos ni se había nombrado albacea ni interventor en la sucesión de “**********”; que en auto de fecha trece de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo por apersonándose a juicio a **********y se tuvo a la parte actora por precluído su derecho para ampliar la demanda, además se ordenó llamar y emplazar a juicio por Edictos al Representante Legal de la Sucesión de **********; que en proveído de treinta de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a la actora por exhibiendo edictos, y al Representante de la Sucesión en cita por precluído su derecho para apersonarse a juicio; que en auto de nueve de febrero de dos mil veintitrés, se admitió al diverso tercero ********** la pericial en Topografía; que en auto de treinta de marzo de este año, se tuvo al Instituto Registral y Catastral del Estado y a la parte actora, por señalando a su Perito y que este Tribunal nombró en rebeldía Perito a las autoridades pertenecientes al Ayuntamiento de Mexquitic; que en  auto de veinticuatro de abril de dos mil veintitrés; que en proveído de dos de mayo de este año, se requirió al Instituto demandado a fin de que presentara al Perito nombrado por su parte y además se glosó el dictamen pericial rendido por el Perito del tercero “********** que en auto de primero de junio de dos mil veintitrés, se requirió nuevamente al Instituto Registral y Catastral, para que presentara ante este Tribunal a su Perito a fin de que aceptara el cargo conferido; que en proveído de treinta y uno de mayo de este año, se glosó el dictamen rendido por el perito de la persona moral actora y que en auto de quince de junio de este año, se tuvo al Perito del Instituto por compareciendo a aceptar el cargo conferido.

Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el Representante Legal de la persona moral **********, y certificó que no se formularon estos por las autoridades demandadas ni el representante legal de Sucesión de ********** y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación contenida en el oficio No. **********, emitido con fecha diez de febrero del dos mil quince, por el licenciado **********, en su carácter de Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se autorizó la subdivisión del Predio denominado **********, ubicado en la localidad de ********** en respuesta a la solicitud de autorización para efectuar la subdivisión del citado predio, que fue formulada por **********
Asimismo respecto del acto de inscripción de la citada subdivisión, folio **********, a la que se le dio entrada con la boleta **********, expedida por el Instituto Registral y Catastral  del Estado.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece la persona moral  “**********, por conducto de su representante legal la C. **********, según el Instrumento Notarial número n**********del tomo ********** del protocolo a cargo de la Notaría Pública ********** con ejercicio en esta ciudad, que contiene la protocolización del acta de asamblea general extraordinaria de accionistas de la sociedad mercantil ya precisada, el cuál fue aportado en Copia fotostática Certificada que obra agregada en autos a foja de la 26 a la 37.

La citada persona moral comparece a demandar la nulidad del oficio No. **********, emitido con fecha diez de febrero del dos mil quince, por el licenciado **********, en su carácter de Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se autorizó la subdivisión del Predio denominado **********, ubicado en la **********
Al efecto la accionante exhibe para acreditar su legitimidad para instar a juicio la parte actora exhibió copia certificada del instrumento notarial ********** del Protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad; en la que consta el contrato de compraventa del predio denominada “**********”, ubicado en **********., e inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado bajo el folio real **********; con la cual indiciariamente demuestra ser propietario del citado inmueble al adminicularse con el original del oficio ********** de fecha 12 de octubre del dos mil dieciséis, que contiene los antecedentes delo predio denominado “**********” y en el que se precisa que dicha predio deriva de la fusión de los predios denominados; “**********”, “**********”, visible a fojas 65 a la 68 de autos, de ahí que cuenta con legitimidad para instar a juicio. 
Tocante a las autoridades demandadas, compareció el C. **********, en su carácter de Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.;  la licenciada **********, en su calidad de Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí; ; quien acredito su personalidad en términos de el artículo 220 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, con la copia certificada de su nombramiento respectivo, documental visible en la foja 357 y 365 del expediente en que se actúa.
En cuanto a la demandada Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, se advierte que con fecha trece de septiembre del dos mil veintidós, se certificó que el proveído de fecha once de julio del dos mil veintidós mediante el cual se le emplazo a juicio a la misma, fue notificado  a dicha autoridad en el correo del dominio de este Tribunal, el tres de agosto delo dos mil veintidós, según constancia de notificación visible a foja 437 de autos,  por lo que el termino para contestar la demanda le empezó a correr el diez de agosto del dos mil veintidós y le concluyo el día veintitrés  de agosto del mismo año, sin que hubiera realizado su contestación.

En cuanto al tercero en el juicio compareció el Licenciado **********, en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada “**********, acreditando dicho carácter con el instrumento público número **********, del protocolo de la Notaria Publica numero ********** con ejercicio en esta Capital, que contiene el poder especial en cuanto a su objeto pero general en cuanto a sus facultades para pleitos y cobranzas, otorgado por la citada persona moral por conducto de su contados publico **********, en ejercicio de sus facultades de delegación , a favor del Licenciado **********y otros, documento agregado a foja 470 a la 478 de autos.
Tocante al diverso tercero interesado, representante legal de la sucesión de **********, denunciado por **********mediante proveído de treinta de noviembre del dos mil veintidós se le tuvo  por no compareciendo a juicio dentro del término de treinta días hábiles que le fueron concedidos.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor se advierte que la diversa autoridad demandada Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado, hace valer como causal de improcedencia y sobreseimiento  la prevista en el artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con la prevista en la fracción II de artículo 229 del mismo Código;  que se refieren a la improcedencia del juicio tratándose actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento y al sobreseimiento del juicio, cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior, y al efecto alega que la parte actora en su demanda fue omisa en señalar la fecha en que tuvo conocimiento de la inscripción de la subdivisión en el registro público de la propiedad, que si el registro público de la propiedad tiene por objeto dar publicidad a los actos inscritos, esto es, que sean del conocimiento público, atendiendo al principio registral de publicidad previsto en la fracción I, del artículo 6 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios y que partiendo de dicho principio, el referido acto fue del conocimiento público el 20 de agosto del 2018, se ingresó por la Notaria Pública número ********** por medio de la boleta **********, la solicitud de inscripción de subdivisión de predios y contrato de compraventa, en el que a cada predio resultante se le genero su folio electrónico inmobiliario,  y del que se duele la actora en específico del polígono dos, que es el que afirma se empalma con la propiedad de su representada y concluye diciendo que el acto de registro  de subdivisión, se ingresó y publicitó el 20 de agosto del 2018 y la demanda de nulidad se presentó el 20 de abril del 2022, lo hizo fuera de los treinta días que establece la Ley. 
Al respecto debe desestimarse los argumentos en que la parte demandada hace descansar la causal de sobreseimiento e imprudencia, dado que por una parte no señala la forma  en que el referido acto fue del conocimiento público el 20 de agosto del 2018, ni tampoco acompaña documento alguna en que se demuestre su publicidad.

Lo anterior dado que si bien es cierto, el principio de publicidad registral, tiene por objeto dar publicidad a sus inscripciones, para que cualquier persona que consulte sus registros pueda tener la certeza de la situación de los inmuebles que están inscritos, así como los principios de legitimación y de fe pública registral, los cuales otorgan una presunción iuris tantum de veracidad a las inscripciones, que se mantiene, hasta que se pruebe su discordancia con la realidad; también resulta cierto, que al haberse ejercitado la inscripción del acto de autorización, de subdivisión de un predio sobre el cual una persona diversa detenta la propiedad y que en la especie es materia de juicio de nulidad, prevalece la obligación de probar que la actora consultó los registros del archivo, así como la fecha en que lo hizo, para así tener la certeza de que en el caso se está ante un acto consentido, como lo señala la autoridad, de tal manera que alno haber probado la fecha de consulta de los archivos por parte de la actora, no se cuenta con elemento alguno que permita a esta juzgadora, tener por actualizada la causal de improcedencia del juicio que se plantea, de ahí que  no se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la autoridad demandada.
En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 06 a la 21 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- En principio, debe precisarse que esta Sala al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria de la actora, está facultado para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.   

En ese sentido a juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el segundo de los conceptos de impugnación planteados en el escrito inicial de demanda, resulta fundado y por tanto suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de los actos impugnados consistentes en; la determinación contenida en el oficio No. **********, emitido con fecha diez de febrero del dos mil quince, por el Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., en el que autorizó a **********, la subdivisión del Predio denominado **********, ubicado en la localidad de **********así como también el acto de inscripción de la citada subdivisión,  folio **********, a la que se le dio entrada con la boleta **********, expedida por el Instituto Registral y Catastral  del Estado; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.

La parte actora en su Segundo concepto de impugnación del escrito inicial de demanda señala substancialmente lo siguiente.

Que el oficio ********** fue emitido por un órgano no competente, dado que la emisora del mismo –Dirección de Obras Publicas-, omitió coordinarse con la Dirección de Catastro al llevar a cabo la subdivisión, como así lo dispone el artículo 44, fracción XX del Reglamento Interno de la Administración Publica de Mexquitic de Carmona.

Continua diciendo que desde el 08 de agosto de 1993, la Dirección de Catastro de Mexquitic de Carmona ya contaba con el expediente perteneciente a un predio denominado también **********, el cual estaba en ese tiempo a nombre de ********** y posteriormente de **********, y el cual es actualmente propiedad de la persona moral actora; por lo que considera que si la Dirección de Obras Publicas de Mexquitic de Carmona le hubiera consultado a la Dirección de Catastro, esta última le hubiera indicado que las coordenadas del diverso predio denominado “**********” a nombre  **********no eran ni son las correctas, ya que ubican a dicho predio sobre la ubicación y coordenadas donde se encuentra el predio denominado también “**********” a nombre de ********** y posteriormente de **********, actualmente propiedad de la persona moral actora, inmueble cuyas coordenadas ya se encontraban empadronadas y registradas en el Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona y que por tanto era necesario que la Dirección de Obras Publicas le consultara a Catastro, al ser esta ultima la facultada para actualizar el inventario de predios existentes y sus planos catastrales, conforme al artículo 40 fracciones II y IV del Reglamento Interno de la Administración Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, por lo que en cumplimiento al artículo 44 fracción XX del Reglamento Interior, para que la Dirección de Obras Públicas hubiera estado en la posibilidad de conocer la ubicación del predio objeto de la subdivisión (predio denominado “El Rinconcito”  a nombre de **********) necesariamente debió solicitarlo a la Dirección de Catastro y coordinarse con esta. 

Concluye diciendo la parte accionante que el artículo 4 fracción I de la Ley De Procedimientos Administrativos de San Luis Potosí, vigente en la fecha de la emisión del acto impugnado en su artículo 4 establece que debe ser expedido por Órgano O Servidor público facultado y que en el caso, el facultado era la Dirección de Catastro según el citado artículo 44 fracción XX del Reglamento Interno de la Administración Publica de Mexquitic de Carmona, de tal manera que conforme a lo previsto en el artículo 7 de la citada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, se debe declarar la nulidad del mismo, y por consecuencia de dicha nulidad, resulta igual el instrumento público ********** tomo ********** del protocolo del notario público **********, del primer distrito judicial, en el cual se protocolizo la subdivisión del polígono con cuadro de construcción polígono 2, inscrito en el Instituto Registral y Catastral, bajo el folio ********** del Instituto Registral y Catastral. 

Como se apuntó en líneas precedentes, es fundado el concepto de impugnación que se estudia,

Como se adelantó a juicio de la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria es fundado el argumento que hace la parte actora, en el sentido de que no se acredita la competencia de la autoridad emisora de los actos impugnados. 

Para explicar la calificación que se otorga al argumento del actor, en principio es conveniente destacar que de acuerdo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 250
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de orden público el análisis de la competencia de la Autoridad demandada para dictar el acto impugnado, de ahí que, además de que en el caso en particular, el actor haya formulado su concepto de impugnación al respecto resulta imperativo para esta Sala el análisis de la competencia. 

Resultan aplicables a lo anterior los siguientes criterios:

“Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300
CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.” 
 “Época: Décima Época, Registro: 160327, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro V, Febrero de 2012, Tomo 2, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 174/2011 (9a.), Página: 835.

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. INAPLICABILIDAD DE LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, INCISO D), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Conforme a los criterios sustentados por este Alto Tribunal, la falta, indebida o insuficiente fundamentación de la competencia de la autoridad que emite un acto administrativo, incide directamente en su validez, toda vez que esas deficiencias impiden que el juzgador pueda pronunciarse respecto a los efectos o consecuencias jurídicas que dicho acto pudiera tener sobre el particular, obligándolo a declarar la nulidad del acto o resolución en su integridad, por lo que la nulidad decretada en esos casos constituye un supuesto en el cual la violación formal cometida no resulta, por regla general, subsanable. Ahora bien, el párrafo segundo, inciso d), del artículo 51 citado, en relación con sus fracciones II y III, dispone que no afectan las defensas del particular ni trascienden al sentido de la resolución impugnada los vicios consistentes en irregularidades en los citatorios, en las notificaciones de requerimientos de solicitudes de datos, informes o documentos, o en los propios requerimientos, siempre y cuando el particular desahogue los mismos, exhibiendo oportunamente la información y documentación solicitados. Sin embargo, debe entenderse que estos supuestos son inaplicables tratándose de la omisión, indebida o insuficiente fundamentación de la competencia de las autoridades administrativas, pues ello constituye un vicio que no es análogo a los referidos supuestos legales, además de que tal disposición no puede interpretarse extensivamente porque atentaría contra el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta interpretación se confirma con lo establecido en la fracción I del propio artículo 51 que establece como causa de ilegalidad de una resolución administrativa la incompetencia del funcionario que la haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución, interpretado armónicamente con el contenido del antepenúltimo párrafo del precepto legal en cuestión, que establece que el Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada o para ordenar o tramitar el procedimiento del que derive y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. Así, al haberse establecido por separado dicha causa de ilegalidad, no puede analizarse a la luz de los supuestos de excepción previstos en el párrafo segundo, inciso d), del referido precepto legal, los cuales constituyen requisitos formales exigidos por las leyes, diversos a la fundamentación de la competencia..- Contradicción de tesis 262/2011. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 31 de agosto de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: José Alfonso Herrera García.” 
“Época: Novena Época, Registro: 161237, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 9/2011, Página: 352.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LOS ARTÍCULOS 50, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGAN AL EXAMEN PREFERENTE DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD, PUES DE RESULTAR FUNDADOS HACEN INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS RESTANTES (LEGISLACIÓN VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2010). Esta Segunda Sala estima que el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 155/2007, de rubro: "AMPARO DIRECTO. SUPUESTO EN QUE EL ACTOR EN UN JUICIO DE NULIDAD TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN AQUELLA VÍA UNA RESOLUCIÓN DE NULIDAD LISA Y LLANA." ha sido superado. Lo anterior, en virtud de que el artículo 50, segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al disponer que cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben analizar primero las que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, implica que dichos órganos jurisdiccionales están obligados a estudiar, en primer lugar, la impugnación que se haga de la competencia de la autoridad para emitir el acto cuya nulidad se demande, incluso de oficio, en términos del penúltimo párrafo del artículo 51 del mismo ordenamiento, el cual establece que el Tribunal podrá examinar de oficio la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, análisis que, de llegar a resultar fundado, por haber sido impugnado o por así advertirlo oficiosamente el juzgador, conduce a la nulidad lisa y llana del acto enjuiciado, pues ese vicio, ya sea en su vertiente relacionada con la inexistencia de facultades o en la relativa a la cita insuficiente de apoyo en los preceptos legales que le brinden atribuciones a la autoridad administrativa emisora, significa que aquél carezca de valor jurídico, siendo ocioso abundar en los demás conceptos de anulación de fondo, porque no puede invalidarse un acto legalmente destruido..- Contradicción de tesis 294/2010. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados Auxiliares, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 8 de diciembre de 2010. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala..- Notas: En términos de la resolución de 22 de junio de 2011, pronunciada en el expediente de solicitud de aclaración de jurisprudencia 2/2011, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aclaró el texto de la jurisprudencia 2a./J. 9/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 855, para quedar en los términos aquí expuestos.” 
Bajo esa tesitura, se advierte que el acto impugnado consistente en el oficio  No. ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, el licenciado **********, en su calidad de Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se autorizó la subdivisión del Predio denominado ********** ubicado en la localidad de **********  contraviene uno de los principios fundamentales previstos en el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, así como el artículo 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto es, carece de la fundamentación de competencia que debe hacerse constar en todo acto de autoridad, ya que del texto de la infracción en comento, se desprende que la demandada no citó las disposiciones legales que le otorgan facultades y la legitiman para la emisión del acto o resolución que se cuestiona, omisión de la autoridad emisora en fundar y motivar su competencia, que constituye una obligación ineludible en todos y cada uno de sus actos y determinaciones, a virtud de que éstos requieren para ser legales, entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos por autoridad competente y que se cumplan con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse expresándose el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió. 

Lo anterior es así, dado que del contenido de el oficio identificado como ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, se advierte que la autoridad emisora “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, no indicó el dispositivo legal que le faculta para emitir actos de esa naturaleza, resultando pertinente realizar la digitalización del documento en mención, situación que se realiza a continuación:

(Imagen Digitalizada)
Del documento anteriormente digitalizado, se observa  que el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, en el oficio identificado como **********, cuyo objetivo fue, autorizar la subdivisión del Predio denominado **********ubicado en la localidad de **********, en respuesta a la solicitud de autorización para efectuar la subdivisión del citado predio, que fue formulada por **********, utilizó como fundamentación para emitir el acto impugnado, únicamente los artículos 102 y 157 fracción II, de la Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

Al respecto se estima conveniente precisar que la Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, a que se refiere la parte actora, estuvo vigente hasta el dieciocho de julio del dos mil dieciocho, según se desprende del transitorio segundo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el diecisiete de julio del dos mil dieciocho, que entro en vigor al día siguiente de su publicación; empero resulta aplicable al caso en particular, debido a que el acto impugnado parte de una situación jurídica generada, antes de ser abrogada dicha ley, de ahí que lo procedente es  que se decida la cuestión debatida con base en el artículo y legislación efectivamente aplicable, siendo en el caso en particular la citada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

Precisado lo anterior y a efecto de decidir la cuestión debatida en el presente asunto, conviene tener en cuenta, el contenido de los dispositivos legales que cita la emisora del acto impugnado en el mismo - oficio ********** - y que  son del contenido siguiente:

LEY DE DESARROLLO URBANO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“Artículo 102.- La Secretaría o el Ayuntamiento respectivo, de oficio o a solicitud de las asociaciones y patronatos, ordenará la suspensión y en su caso demolición de las obras descritas en los artículos anteriores, cuando éstas no cuenten con la autorización correspondiente, previa la substanciación del procedimiento que al efecto establece la presente Ley.

“Artículo 157.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:

(….)

II. Subdivisión de los predios: el acto mediante el cuál, previa autorización se divide el predio en dos o más lotes, siempre y cuando éstos queden con acceso por una o más vías públicas existentes;

(…)

De los artículos anteriormente transcritos se desprende que  el primero se refiere a la facultad de los Ayuntamientos o la Secretaria, para ordenar la suspensión y en su caso la demolición de obras que no contaran con la autorización correspondiente; y la segunda por su parte se refiere a la definición de la subdivisión para efectos de la Ley de Desarrollo Urbano vigente en ese periodo, como el acto mediante el cual, previa autorización se divide el predio en dos o más lotes.

Por tanto, ninguno de los artículos que cita la autoridad emisora del oficio  identificado como ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, contemplan la figura del “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, como autoridad con facultad expresa para autorizar la subdivisión de predios.

Debiendo de hacer mención, que en el artículo 44, fracción XX, del Reglamento Interno de la Administración Publica del H, Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., si bien es cierto, se establece como facultad del Departamento de Obras Publicas a cargo de un Jefe de Departamento; la de “Autorizar en coordinación con la Dirección de Catastro la subdivisión de predios” también es cierto que, en el caso que nos ocupa no existe evidencia de que la autoridad emisora se hubiera coordinado con la Dirección de Catastro para autorizar la subdivisión precisada en el oficio **********; lo que era imprescindible, para poder ejercer la facultad contenida en la fracción XX, del artículo 44 del citado Reglamento Interno, habida cuenta que en el artículo 40, fracciones IV y V del mismo Reglamento, se precisan como facultades y atribuciones de la Dirección de Catastro Municipal, a cargo de un Director, entre otras, la de “Elaborar y mantener actualizados los planos catastrales del municipio” y la de “Comprobar físicamente las medidas y colindancias de un predio”, como se advierte de los normativos en cita que dicen. 

Reglamento Interno de la Administración Publica del H, Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.,

“Artículo 40.- La Dirección de Catastro Municipal, estará a cargo de un Director, quien además de las facultades y atribuciones que le señalen la ley de catastro del estado, la ley de ingresos para el municipio y demás legislación aplicable, se le tendrá las siguientes:

(…)

IV.  Elaborar y mantener actualizados los planos catastrales del municipio.

V. Comprobar físicamente las medidas y colindancias de un predio.

(…)

“Artículo 44.- El departamento de  Obras Públicas, estará a cargo de un jefe de departamento, quien además de las atribuciones que le señalen la Ley de Obra Pública Federal y Estatal, la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí y demás  legislación aplicable, se le encargaran el despacho de lo0s siguientes asuntos bajo las instrucciones del Presidente Municipal. 

(…)

XX.  Autorizar en coordinación con la Dirección de Catastro la subdivisión de predios; y

(…)

 [El resaltado en negrilla y subrayado es propio]

Por lo anterior, es que se puede concluir que la facultad otorgada al Departamento de Obras Públicas, para autorizar la subdivisión de predios en el municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., estaba sujeta al cumplimiento del requisito de coordinación entre el citado departamento de Obras Públicas, con la Dirección de Catastro del mismo Ayuntamiento quien era la facultada para comprobar físicamente las medidas y colindancias de un predio, de tal manera que para el ejercicio de dicha facultad era necesaria la acción conjunta de ambas autoridades en el ejercicio de sus respectivas competencias, para la integración del acto de la naturaleza del que ahora se trata, al ser necesaria la fijación de medios y sistemas de relación que hicieran posible la información recíproca, para mantener actualizados los planos catastrales del municipio, de ahí que la facultad de autorizar la subdivisión de predios, no podía ser ejercida únicamente por el Departamento de Obras Públicas, sin estar en coordinación con la Dirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., a quien le corresponde, entre otras facultades, la de comprobar físicamente las medidas y colindancias de los predios, así como mantener actualizados los planos catastrales.  

En definitiva, se advierte que de los preceptos legales invocados por el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, en el oficio ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, en ninguno de ellos se le otorga competencia para actos de esa naturaleza, lo que genera que la parte actora desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir el acto que se analiza y el carácter con que lo hace, situación que contraviene su derecho a la seguridad jurídica que deriva del primer párrafo del artículo 16 Constitucional, en perjuicio de la persona moral actora.

Lo anterior es así, dado que es la Dirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., a quien atendiendo a lo dispuesto en el artículo 40, fracciones IV y V del Reglamento Interno de la Administración Publica del citado ayuntamiento, le corresponde, entre otras facultades, la de comprobar físicamente las medidas y colindancias de los predios, así como mantener actualizados los planos catastrales; aunado a que en el caso en particular la persona moral actora se duele de que el acto impugnado -oficio ********** al determinar las coordenadas del cuadro de construcción general, ubica a uno de los polígonos subdivididos del predio “**********” a nombre **********” sobre una parte del predio propiedad de la persona moral actora, denominado “**********” y para probar su afirmación ofreció la prueba pericial;  advirtiendo que en el caso que nos ocupa la prueba pericial se desahogó con los opiniones de tres peritos; el Ingeniero **********  nombrado por la  persona moral tercera **********Ingeniero ********** nombrado por la persona moral actora y  el Ingeniero **********nombrado por el Instituto Registral y Catastral en el Estado y designado por esta Sala, como perito en rebeldía de las autoridades demandadas pertenecientes al H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; dichos dictámenes periciales obran agregados en fojas, de la  618 a la 622, de la 631 a la 635 y de la 685 a la 694, los que con fundamento en el artículo 398 del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo del Estado, merecen valor probatorio pleno y en dichos dictámenes, los diversos peritos, concuerdan en que existe un traslape con el polígono 3, en el plano que se acompaña en el anexo 1 donde se indica el cuadro de construcción del polígono 3, mismo que se traslapa con el predio **********”.
Aunado a lo anterior, se debe señalar que el artículo 4 fracción I, de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente hasta el 18 de julio de 2017, conforme al transitorio tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se abrogo la referida Ley, y que es la aplicable al caso en particular, debido a que el acto impugnado parte de situación jurídica generada, antes de ser abrogada dicha ley; establece como uno de los elementos del acto administrativo que se expida por autoridad competente. En seguida se transcribe el artículo citado con antelación, a efecto de dar claridad a lo antes anotado:
“ARTICULO 4. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;(…)”

En el caso que nos ocupa, el acto impugnado no cuenta con el elemento del acto administrativo que exige el artículo 4º fracción I, de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, consistente en que el acto administrativo sea expedido por autoridad competente, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, consecuentemente el mismo se encuentra afectado de nulidad, de acuerdo a lo ordenado en el artículo 7 de la misma Ley.

En consecuencia esta Segunda Sala concluye que el oficio **********, mediante el cual se autoriza la subdivisión del Predio denominado **********, ubicado en la localidad de ********** en respuesta a la instancia formulada por ********** y/o **********, vulnera en perjuicio de la persona moral  hoy Actora lo dispuesto por el artículo 4ª fracción I de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que prescribe que los actos de administrativos deben provenir de autoridad competente,  y por funcionario facultado para tal efecto, por lo que esta autoridad concluye que resulta procedente declarar la ilegalidad e Invalidez del acto administrativo impugnado, toda vez que fue emitido por autoridad con competencia sujeta cumplimiento del requisito de coordinación con una diversa autoridad; además de que la ausencia de fundamentación relativa a la competencia, que se aprecia en el acto impugnado,  deja a la parte actora en estado de indefensión y le priva de la oportunidad de examinar, si la actuación de dicha autoridad se encuentra o no dentro de su ámbito competencial respectivo, para estar en posibilidad de alegar y ejercitar una adecuada impugnación; circunstancia, que se traduce en una ausencia de fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad que emitió el acto o resolución reclamada, vulnerándose lo dispuesto por el citado precepto constitucional e incumpliéndose una de las formalidades esenciales exigidas para todo acto o resolución de autoridad.

En conclusión, toda vez que la fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad emisora de cualquier resolución o acto de molestia, es un requisito esencial y una obligación que debe cumplirse, dado que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite, y la validez del acto o resolución dependerá de que haya sido realizada por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia; resulta ineludible que dicha autoridad se encuentra obligada a precisar exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, así como citar en su caso, el apartado, fracción, inciso o sub inciso que sean aplicables, y si el ordenamiento legal no los contiene o se trata de una norma compleja, trascribir la parte correspondiente. 

Resultan aplicables a esta determinación, las Tesis de Jurisprudencia que en seguida se citan y trascriben.

 “Época: Octava Época, Registro: 205463, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 77, Mayo de 1994, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 10/94, Página: 12.
COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria..- Contradicción de tesis 29/90. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal (en la actualidad Primero) Colegiado del Décimo Tercer Circuito. 17 de junio de 1992. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Jorge D. Guzmán González..- El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el martes diecinueve de abril en curso, por unanimidad de dieciséis votos de los señores Ministros Presidente Ulises Schmill Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Miguel Angel García Domínguez, Carlos Sempé Minvielle, Felipe López Contreras, Luis Fernández Doblado, Victoria Adato Green, Samuel Alba Leyva, Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez, Clementina Gil de Lester, José Manuel Villagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores, Carlos García Vázquez, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio Hugo Chapital Gutiérrez: aprobó, con el número 10/1994, la tesis de jurisprudencia que antecede. El señor Ministro Miguel Ángel García Domínguez integró el Pleno en términos de lo dispuesto en el artículo tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y en virtud del Acuerdo Plenario de cinco de abril del año en curso. Ausentes: Noé Castañón León, Atanasio González Martínez, José Antonio Llanos Duarte e Ignacio Magaña Cárdenas. México, Distrito Federal, a veintidós de abril de mil novecientos noventa y cuatro.” 
“Época: Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página: 310.

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio..- Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro..- Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco.” 
Por lo que, esta Segundas Sala Unitaria determina, que es procedente decretar la nulidad del oficio ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, emitido por el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, ante la ausencia de fundamentación y motivación de su competencia, requisito esencial que debe hacerse constar en todo acto o resolución administrativa, lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, conforme a los artículos 4ª fracción I y 7 de la citada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios. 

Así las cosas, a juicio del Titular de la Segunda Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la incompetencia del funcionario emisor del acto impugnado.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código en mención, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del oficio ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, emitido por el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, que obra a foja 40 a la 42 del expediente en el que se actúa y, por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno, única y exclusivamente en lo que afecta a la parte actora. 

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el acto que ha sido declarado nulo, como lo fue “la inscripción de la subdivisión ante el Instituto  Registral y Catastral del Estado  de San Luis Potosí”, con folio **********, boleta **********; por lo que se declara la ilegalidad e invalidez, y nulidad lisa y llana del citado acto administrativo de inscripción llevado a cabo bajo el folio ********** por parte del referido instituto, ordenándose la cancelación de dicho folio; documental visible a fojas 54 de autos que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código antes referido, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Lo anterior, en el entendido de esta Sala Unitaria, no está haciendo pronunciamiento alguno en relación al derecho de propiedad derivado del empalme a que se refiere la parte actora y los terceros en el juicio, sino únicamente, en relación al acto administrativo realizado por la demandada en el que se advierte que la subdivisión autorizada en el oficio ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, emitido por el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, no se ajusta a los términos previstos en el artículo 40, fracciones IV y V y 44, fracción XX; ambos normativos del Reglamento Interno de la Administración Publica del H, Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., dejando intocado cualquier tema relativo al derecho de propiedad que pudiera existir.

En virtud de las conclusiones alcanzadas; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Finalmente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí, se previene a las autoridades demandadas, para que dentro de los diez días siguientes al en que reciban el oficio de notificación de la presente sentencia, informen sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la actora de lo proveído para su cumplimiento.

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción I, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana del oficio ********** de fecha diez de febrero del dos mil quince, emitido por el “Director de obras públicas del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.”, en lo que afecta exclusivamente a la parte actora, y por consecuencia, se declara la ilegalidad e invalidez, y nulidad lisa y llana del acto administrativo de inscripción llevado a cabo bajo el folio **********, por parte del Instituto  Registral y Catastral del Estado  de San Luis Potosí, ordenándose la cancelación de dicho folio; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por correo a las demandadas 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� “ARTICULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas; y


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.


Para declarar o no la nulidad o anulabilidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en el libro segundo de este Código”








